
 

 

 

Perú: Criminalización del sistema de justicia exige acción 
internacional urgente 

Washington, D.C., 18 de septiembre. - Las organizaciones internacionales de derechos humanos 
firmantes alertamos a la comunidad internacional acerca de los crecientes ataques al sistema de 
justicia peruano y de las irreversibles consecuencias en caso de consumarse. Tanto el Congreso 
como el Poder Ejecutivo buscan neutralizar cualquier forma de control sobre legislación que vulnera 
derechos humanos, que beneficia a la criminalidad organizada o que debilita las facultades de la 
Fiscalía para perseguir la corrupción. Estos hechos confirman que el deterioro democrático en el 
país continúa profundizándose, para afectar los últimos contrapesos al poder. 

Luego de que el Congreso y la presidenta Dina Boluarte aprobaran y promulgaran una ley de amnistía 
que busca absolver a militares y policías acusados de graves violaciones a derechos humanos—en 
directo desacato de resoluciones emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos—, la 
Junta Nacional de Justicia (JNJ), organismo encargado de supervisar, nombrar y remover a jueces y 
fiscales, ha comenzado a tramitar procedimientos disciplinarios contra quienes, aplicando la 
Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos, han inaplicado dicha ley por 
considerarla contraria a esos instrumentos. Estos procedimientos son impulsados por miembros 
del Congreso con intereses en proteger la impunidad, quienes amenazan públicamente a jueces y 
fiscales que no aplican esas leyes.  

Asimismo, el actual Defensor del Pueblo, que en su momento respaldó públicamente la Ley de 
Amnistía, ha presentado una demanda ante el Tribunal Constitucional alegando, en aparente 
contradicción con su postura inicial, que se trata de una ley inconstitucional. Esta maniobra busca 
que dicho tribunal confirme la constitucionalidad de la norma, lo que impediría que cualquier juez 
del país pueda inaplicarla. 

Por otro lado, la Junta Nacional de Justicia, cuyos miembros fueron elegidos mediante un proceso 
con graves irregularidades, se apresta a suspender de su cargo a la actual Fiscal de la Nación, en un 
procedimiento irregular en el que no se le han permitido ejercer adecuadamente su defensa. En él, 
se le imputa no haber cumplido con reponer en el cargo la anterior fiscal Patricia Benavides, pese a 
que dicha medida fue dictada en una sesión secreta de la misma Junta, y sin los votos que exige la 
ley, entre otras graves irregularidades.  

La inminente suspensión de la máxima autoridad del Ministerio Público permitiría modificar el 
liderazgo de la institución, con el propósito de influir en el avance de investigaciones penales que 
involucran a altos funcionarios del Estado, entre ellos la presidenta, su hermano, diversos 
expresidentes y un gran número de congresistas. Actualmente, 105 de los 130 miembros del 



Congreso tienen investigaciones abiertas o procesos penales por cargos graves que incluyen 
corrupción. 

La gravedad de la situación descrita evidencia que el Estado peruano cumple con los criterios para 
su inclusión en el Capítulo IV.B del Informe Anual 2025 de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH), mecanismo destinado al monitoreo cercano de países donde se configuran graves 
afectaciones al orden democrático y a los derechos humanos, por lo que hacemos un llamado a este 
organismo para que adopte esta necesaria medida. La inclusión de Perú en este capítulo 
representaría un reconocimiento de la crisis de derechos humanos que atraviesa el país y una 
herramienta clave para visibilizar la urgencia de adoptar medidas estructurales de corrección.  

A menos de un año de las próximas elecciones presidenciales, hacemos un llamado a la comunidad 
internacional, a los organismos multilaterales y a los mecanismos de protección de derechos 
humanos para que se pronuncien y dentro de sus competencias adopten medidas concretas que 
aborden esta situación. El debilitamiento progresivo de las instituciones democráticas, la afectación 
a la independencia judicial y la autonomía del Ministerio Público representan un riesgo significativo 
para el Estado de derecho y el ejercicio efectivo de los derechos fundamentales. El 
acompañamiento internacional y la garantía colectiva de la democracia resultan hoy clave para 
contribuir a la preservación del orden constitucional y del marco democrático en el país. 

 

Firman: 

• Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL) 
• Fundación para el Debido Proceso (DPLF) 
• Oficina en Washington para los Asuntos Latinoamericanos (WOLA) 

 


